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DERECHO A TENER UNA FAMILIA, A LA UNIDAD Y A NO SER SEPARADO DE ELLA / TRASLADO DE UN RECLUSO MEDIANTE TUTELA / CONFIRMA – NO SE DA LA ORDEN DE TRASLADO DEL RECLUSO / “Con base en ese problema jurídico, es pertinente recordar que el traslado de los reclusos entre las distintas cárceles del país a cargo del INPEC es potestativo de esa entidad, por lo tanto, la injerencia que pueda llegar a tener la Judicatura en ello, está limitada tanto por lo establecido por la Ley 65 de 1993 como por la jurisprudencia constitucional respecto al tema.”

(…)

“Con base en lo que viene de decirse, es clara la delimitación que tiene el Juez de tutela para inmiscuirse en este tipo de asuntos, al punto de hacer que ello solo se dé excepcionalmente, cuando en el trámite constitucional se logra evidenciar una afectación realmente grave y seria a la integridad física, moral y psicológica de la familia por el distanciamiento con su ser querido que se encuentra detenido; pero para tal cosa, sería necesario que quien invoque la protección constitucional, demuestre con suficiencia y sin lugar a dudas la gravedad de la afectación que se le está causando a los hijos menores del actor por el distanciamiento con su padre dadas sus condiciones de reclusión…”

(…)

“Ahora bien, frente a la posibilidad de ordenarle al INPEC el traslado de un recluso por acercamiento familiar, teniendo como principal argumento la afectación psicológica y moral que están sufriendo los hijos y nieto del mismo, como consecuencia de su confinamiento y la imposibilidad geográfica de verlo frecuentemente; lo cual sustentó la parte accionante, sólo respecto de una de las menores, anexando al expediente dos valoraciones psicológicas que se le realizaron por parte del Hospital Mental de Risaralda a Daniela Rodas García en los meses de junio y agosto del presente año, en donde se hace referencia a problemas comportamentales presentados por ella y que afectan su desempeño familiar, a pesar de ello, en tal documento no se hace mención, ni siquiera de forma somera acerca del grado de afectación psicológica y moral que está sufriendo por el distanciamiento con su padre; situación que le permite concluir a este Juez Colegiado que dicha valoración no es suficiente para justificar su injerencia en las determinaciones administrativas de la entidad accionada, para ordenar en sede de tutela el traslado de centro de reclusión del señor Arturo de Jesús.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T 493 de 2013. / Sentencia T-762 de 2015. / Sentencia T-428 de 2014. / 
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora LUZ MARINA GARCÍA GIRALDO, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido el 16 de agosto del presente año por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, mediante el cual negó el amparo de los derechos fundamentales invocados en contra del INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO Y CARCELARIO –INPEC-. 
ANTECEDENTES:

La señora Luz Marina García Giraldo, actuando como agente oficiosa de sus hijos menores Daniela Rodas García y Julián Rodas García; junto a Jenny Marcela Rodas García agenciando a Juan José Martínez Rodas, instauraron acción de tutela en contra del INPEC al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a tener una familia y no ser separados de ella, a la salud, dignidad humana, y unidad familiar; lo cual fundamentaron así: 
i) La señora Luz Marina y su esposo Arturo de Jesús Rodas son compañeros permanentes, padres de Jenny Marcela, Cristian, Daniela y Julián Rodas García, siendo estos dos últimos menores de edad; a su vez, Jenny tiene un hijo menor. Todos conviven bajo el mismo techo. 
ii) El señor Arturo de Jesús se encontraba recluido desde el mes de abril en la Cárcel “La 40” de esta ciudad, donde era visitado por sus familiares cada 8 días, pero el 22 de mayo de 2016 el INPEC decidió trasladarlo a la Cárcel de Florencia (Caquetá), sin avisar a su familia. 
iii) Con el traslado ya no pueden visitarlo, debido a la distancia y a que no cuentan con recursos económicos para los gastos de transporte y estadía en ese lugar, lo que ha generado en los menores problemas de ansiedad, depresión, angustia, entre otros, inclusive su hija Daniela no quiere volver al colegio.
iv) En vista de lo anterior, la señora Luz Marina y su hija Jenny presentaron solicitud al Director General del INPEC en el que solicitaron el traslado del señor Arturo de Jesús al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad o a uno más cercano a su lugar de residencia, petición que fue resuelta de manera desfavorable.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 2 de agosto de 2016, ordenando la vinculación de la Directora Regional Viejo Caldas del INPEC. 
Posteriormente, y antes de efectuar el estudio concreto de la situación fáctica planteada, el Despacho señaló que sólo la señora Luz Marina García tenía las calidades para actuar como agente oficiosa de su esposo Arturo de Jesús y sus hijos menores Daniela y Julián; después de ello, al hacer un análisis de lo manifestado por las partes, consideró que: i) el INPEC tiene autonomía para decidir acerca de los traslados de un centro de reclusión a otro de las personas que se encuentren privadas de la libertad, conforme al artículo 75 de la Ley 65 de 1993 (modificado por el artículo 53 de la Ley 1709 de 2014) siempre y cuando éste sea motivado (haciendo alusión en este punto, a la respuesta dada por la Coordinadora del grupo de Asuntos Penitenciarios a la señora Luz Marina, donde se le informó que el traslado del señor Arturo de Jesús se hizo en atención al hacinamiento que en la actualidad se presenta en la Cárcel de esta ciudad); ii) los menores Daniela y Julián viven bajo el mismo techo con sus otros hermanos, que son mayores de edad, por lo que no hay lugar a decir que en la actualidad se encuentran abandonados o que ante la falta de su figura paterna su núcleo familiar está desintegrado; iii) el INPEC puede garantizar otras formas de contacto entre la familia, como video-conferencia, teléfono o cartas. 
En conclusión, encontró que no se cumplían los presupuestos para ordenar por vía de tutela el traslado del señor Arturo pues no hay una afectación a la unidad familiar o a algún otro derecho.  
IMPUGNACIÓN

El 24 de agosto del año en curso, la señora Luz Marina García presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión tomada por la Juez A-quo, insistiendo en que el INPEC con el traslado de su esposo, está vulnerando los derechos de los niños a tener una familia y no ser separados de ella, a la salud, dignidad humana y unidad familiar, pues la cárcel de Florencia se encuentra muy lejos de su residencia y como no tienen recursos económicos no lo pueden visitar. 
Afirma que allegó prueba de las consultas psicológicas a las que asiste su hija Daniela y solicitó, entre otras, pruebas de su inasistencia al colegio, oficiar al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses para que valorara a través de un psicólogo a los menores, y se demostrara así la afectación que les ha generado el traslado de su padre y abuelo. 
Señala que la Juez de primera instancia desconoció lo dicho por la Corte Constitucional en su jurisprudencia, en la que ha señalado que a pesar de que hay derechos de los reclusos que son restringidos con la privación de la libertad, debe procurarse que éste mantenga en contacto con su grupo familiar, especialmente si dentro del mismo hay hijos menores de edad, además es fundamental el papel que cumple la familia para su reintegración a la sociedad.  
Por lo argumentado, solicitó revocar la decisión de primera instancia, y en su lugar tutelar los derechos fundamentales invocados, ordenando al INPEC disponer el traslado del señor Arturo de Jesús Rodas a la Cárcel “La 40” de esta ciudad o a una más cercana a su lugar de residencia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

En el presente asunto, le corresponde a esta Corporación determinar si es viable a través de este mecanismo constitucional, ordenar el traslado del centro de reclusión de Florencia-Caquetá al de Pereira-Risaralda, del señor Arturo de Jesús Rodas, por razones de acercamiento familiar. 
Con base en ese problema jurídico, es pertinente recordar que el traslado de los reclusos entre las distintas cárceles del país a cargo del INPEC es potestativo de esa entidad, por lo tanto, la injerencia que pueda llegar a tener la Judicatura en ello, está limitada tanto por lo establecido por la Ley 65 de 1993 como por la jurisprudencia constitucional respecto al tema.

De esta manera, se tiene que el artículo 75 de la norma en cita consagra como causales para el traslado de un interno las siguientes:
“ARTÍCULO 75. CAUSALES DE TRASLADO.  Son causales del traslado, además de las consagradas en el Código de Procedimiento Penal, las siguientes:
1. Cuando así lo requiera el estado de salud del interno, debidamente comprobado por el médico legista.
2. Cuando sea necesario por razones de orden interno del establecimiento.
3. Cuando el Consejo de Disciplina lo apruebe, como estímulo a la buena conducta del interno.
4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento.
5. Cuando sea necesario por razones de seguridad del interno o de los otros internos.
PARÁGRAFO 1o. Si el traslado es solicitado por el funcionario de conocimiento indicará el motivo de este y el lugar a donde debe ser remitido el interno.
PARÁGRAFO 2o. Hecha la solicitud de traslado, el Director del Inpec resolverá teniendo en cuenta la disponibilidad de cupos y las condiciones de seguridad del establecimiento; y procurará que sea cercano al entorno familiar del condenado.
PARÁGRAFO 3o. La Dirección del Establecimiento Penitenciario informará de manera inmediata sobre la solicitud del traslado al familiar más cercano que el recluso hubiere designado o del que se tenga noticia.”
En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional en su desarrollo jurisprudencial ha abordado el tema del poder discrecional que tiene la Dirección General del INPEC para efectuar el traslado de un recluso de un lugar a otro, señalando que ésta no es absoluta, pues no puede obedecer a un capricho o devenir en arbitrariedad, sino que debe estar sujeta a las causales que para ese fin prevé la ley; así, en la Sentencia T 493 de 2013 (MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez) señaló:
“…5.7 Entonces, jurisprudencialmente se considera que es arbitraria e injustificada la decisión en relación al traslado de los reclusos cuando, evidenciándose vulneraciones a derechos fundamentales no restringibles, la Dirección general del INPEC:

(i) Emite órdenes de traslado o niega los mismos sin motivo expreso.

(ii) Niega traslados de internos bajo el único argumento de no ser la unidad familiar una causal establecida en el artículo 75 del Código Penitenciario y Carcelario.

(iii) Emite órdenes de traslado o niega los mismos con base en la discrecionalidad que le otorga la normatividad, sin más argumentos.

5.8 Por el contrario, se observa que se ha considerado fundada la amplia facultad de apreciación de las causales de traslado, de los mismos cuando la decisión se encuentra justificada en las siguientes razones:  

(i) Que el recluso requiera una cárcel de mayor seguridad.

(ii) Por motivos de hacinamiento en los establecimientos penitenciarios.

(iii) Porque se considere necesario para conservar la seguridad y el orden público.

(iv) Que la estadía del recluso en determinado penal sea indispensable para el buen desarrollo del proceso.”
(Negrillas por fuera del texto original)
Con base en lo que viene de decirse, es clara la delimitación que tiene el Juez de tutela para inmiscuirse en este tipo de asuntos, al punto de hacer que ello solo se dé excepcionalmente, cuando en el trámite constitucional se logra evidenciar una afectación realmente grave y seria a la integridad física, moral y psicológica de la familia por el distanciamiento con su ser querido que se encuentra detenido; pero para tal cosa, sería necesario que quien invoque la protección constitucional, demuestre con suficiencia y sin lugar a dudas la gravedad de la afectación que se le está causando a los hijos menores del actor por el distanciamiento con su padre dadas sus condiciones de reclusión:

“En conclusión, tal como puede apreciarse, la jurisprudencia de este tribunal ha determinado que la intervención por vía de tutela en la facultad discrecional reglada del INPEC resulta excepcionalísima y solo se debe inaplicar el referente normativo para autorizar el traslado de internos, en los casos en los que se encuentre seriamente comprometida la integridad física, psicológica y moral de la familia, especialmente cuando se trata de los derechos de los menores de edad.”

Del caso concreto: 

Así las cosas, revisado el expediente puesto en conocimiento de esta Colegiatura, se tiene que la señora Luz Marina solicitó al Director General del INPEC el traslado de su esposo Arturo de Jesús al Establecimiento Penitenciario de esta ciudad o en su defecto a un lugar más cercano a su residencia, petición que resultó ser desfavorable a sus intereses, ello en razón al hacinamiento de la penitenciaría para la cual se pidió tal cosa. 

Lo dicho anteriormente acerca del abismal crecimiento que ha tenido la población reclusa en todo el país en las últimas dos décadas, no es un secreto, sino un tema ampliamente conocido socialmente; inclusive en desarrollo de la Sentencia T-762 de 2015
, donde uno de los accionados era el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de esta ciudad, se logró establecer a partir de informe presentado por la Defensoría del Pueblo, que éste tenía capacidad para albergar 676 internos, y para ese momento habían 1674, lo que se traduce un porcentaje aproximado de hacinamiento del 147.6%; en ese sentido, se vislumbra que la decisión tomada por el INPEC frente al traslado del señor Arturo de Jesús Rodas se encuentra sustentada, y teniendo en cuenta lo dicho hasta ahora, ajustada a los lineamientos establecidos para tal fin.
Ahora bien, frente a la posibilidad de ordenarle al INPEC el traslado de un recluso por acercamiento familiar, teniendo como principal argumento la afectación psicológica y moral que están sufriendo los hijos y nieto del mismo, como consecuencia de su confinamiento y la imposibilidad geográfica de verlo frecuentemente; lo cual sustentó la parte accionante, sólo respecto de una de las menores, anexando al expediente dos valoraciones psicológicas que se le realizaron por parte del Hospital Mental de Risaralda a Daniela Rodas García en los meses de junio y agosto del presente año, en donde se hace referencia a problemas comportamentales presentados por ella y que afectan su desempeño familiar, a pesar de ello, en tal documento no se hace mención, ni siquiera de forma somera acerca del grado de afectación psicológica y moral que está sufriendo por el distanciamiento con su padre; situación que le permite concluir a este Juez Colegiado que dicha valoración no es suficiente para justificar su injerencia en las determinaciones administrativas de la entidad accionada, para ordenar en sede de tutela el traslado de centro de reclusión del señor Arturo de Jesús.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada el 16 de agosto de 2016 por la Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Corte Constitucional, sentencia T-428 de 2014, M.P. Dr. Andrés Mutis Vanegas. 


� 16 de diciembre de 2015; Magistrada sustanciadora: Gloria Stella Ortíz Delgado
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